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III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

6767 RESOLUCION de la Dirección General de los Re­
gistros y del Notariado en el escrito de apelación 
interpuesto por don José Ribas Cardona contra la 
resolución del Presidente de la Audiencia Territo­
rial de Palma de Mallorca sobre inadmisión de 
recurso contra nota del Registro de la Propiedad 
de Ibiza.

Excmo. Sr.: Con esta fecha tiene entrada el escrito de ape­
lación interpuesto por don José Ribas Cardona contra la resolu­
ción del Presidente de la Audiencia Territorial de Palma de 
Mallorca sobre inadmisión de recurso contra nota del Rgeistro 
de la Propiedad de Ibiza;

Resultando que con fecha 7 de septiembre de 1979 se libró 
mandamiento de embargo de bienes sobre finca propiedad del 
recurrente, ordenando la anotación preventiva correspondiente; 
que fue practicada la anotación a que se refiere el anterior 
documento en el tomo 472 del Archivo General, libro 85 del 
Ayuntamiento de San José, folio 215, finca 7.938, anotación le­
tra A, únicamente sobre la superficie inscrita de 8 hectáreas, 
30 áreas, 92 centiáreas. Denegada la anotación en cuanto al 
exceso de 33 áreas a 50 centiáreas de cabida, por hallarse se­
gregada e inscrita a favor de tercera persona;

Resultando que en escrito de 15 de diciembre de 1979, don 
José Ribas Cardona interpuso recurso gubernativo contra -la 
práctica de la anotación letra A de embargo preventivo, que 
motivó decreto de la excelentísima Audiencia Territorial de 
Palma de Mallorca en que manifiesta que se hacía procedente 
denegar la admisión a trámite de dicho escrito y sin perjuicio 
de otras acciones que pudieran ejercitarse en relación a los 
hechos alegados por el recurrente;

Resultando que por escrito de 23 de enero de 1980, don José 
Ribas Cardona interpuesto recurso de apelación ante la Direc­
ción General y alegó: Que según el artículo 113 en relación 
con el 117 del Reglamento Hipotecario, es posible interponer 
recurso gubernativo contra cuestiones que se relacionan directa­
mente con la calificación del Registrador; que no se procedió 
a efectuar la calificación previa, exigida en la Ley y Reglamento 
Hipotecario al practicarse la anotación preventiva en base a un 
documento que, externamente, carecía de rigor suficiente para 
ser considerado legalmente admisible; que el recurso gubernati­
vo se refiere no sólo a los casos en que se deniega la inscrip­
ción, sino también cuando se admita; que conforme al artícu­
lo 98 del Reglamento Hipotecario, deberá denegarse la inscrip­
ción cuando una Ley sanciones expresamente la omisión del re­
quisito que preceptúe con la realidad absoluta del acto de su 
inscripción; que según el artículo 101, cuando resultan del título 
haberse cometido algún delito, darán parte a la autoridad judi­
cial con remisión del documento respectivo, haciendo constar 
esta circunstancia al margen del asiento de presentación; que, 
por tanto, procede el recurso gubernativo tanto contra la prácti­
ca de la anotación como contra la denegación de dicho asien­
to, solicitando en consecuencia, la cancelación de la anotación 
letra A preventiva de embargo practicada;

Resultando que el Presidente de la Audiencia Territorial de 
Palma de Mallorca, con fecha 29 de enero de 1980, estimó no 
haber lugar al recurso interpuesto contra el Decreto de 27 de 
diciembre de 1979 «porque la naturaleza de la resolución que se 
impugna no es la contemplada en el invocado artículo 121 del 
Reglamento Hipotecario».

Vistos los artículos 18 y 66 de la Ley Hipotecaria, y los 
artículos 98 a 101 inclusive, 112 a 133 inclusive del Reglamento 
Hipotecario; las Resoluciones de 17 de septiembre y 4 de no­
viembre de 1927, 18 de junio de 1948, 4 de diciembre de 1950, 
9 de agosto de 1955 y 14 de noviembre de 1959;

Considerando que el procedimiento adecuado para resolver 
la cuestión planteada, dada la peculiar sustanciación seguida en 
este recurso gubernativo, hubiera sido el reconocido .en el artícu­
lo 122 del Reglamento Hipotecario, no obstante, por razones de 
economía y celeridad, es aconsejable entrar directamente en 
el examen de la cuestión debatida;

Considerando que con la interposición de este recurso se pre­
tende cancelar el asiento de anotación preventiva de embargo, 
letra A, practicada en virtud de mandamiento de anotación 
de embargo de bienes, expedida por el Recaudador del Ayun­
tara) en to;

Considerando que es doctrina reiterada de este Centro, que 
el recurso gubernativo procede solamente contra las notas ca­
lificadoras de los Registradores por las cuales se suspendan o

denieguen las inscripciones, cancelaciones, anotaciones preven­
tivas o notas marginales solicitadas, y no es aplicable a aquellos 
casos en que los títulos causaron ya sus respectivos asientos, 
porque éstos quedan bajo la salvaguardia de los Tribunales de 
Justicia, según expresamente dispone el artículo l.°, párrafo 3, 
de la Ley Hipotecaria, y que no pueden ser rectificadas, si se 
exceptúan los casos previstos en el título VII de la Ley, más 
que por sentencia obtenida en el procedimiento adecuado-,

Considerando que los interesados que se crean perjudicados 
por los asientos practicados podrán acudir, de conformidad con 
el artículo 60 de la Ley, a los Tribunales para ventilar y con­
tender entre si acerca de la validez o nulidad de los documentos 
o de las obligaciones que motivaron las inscripciones correspon­
dientes, sin que proceda en vía gubernativa estimar la petición 
formulada,

Esta Dirección General ha acordado confirmar la resolución 
del Presidente de la Audiencia, de 27 de diciembre de 1979.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a 
V. E. para su conocimiento y efectos.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, T de marzo de 1980.—El Director general, Francisco 

Javier Die Lamana.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Palma de
Mallorca.

MINISTERIO DE HACIENDA

6768 ORDEN de 9 de febrero de 1980 por la que se 
conceden a la Empresa «Minas de San Fernando, 
Sociedad Anónima», los beneficios establecidos en 
la Ley 6/1977, de 4 de enero, de Fomento de la 
Minería.

limo. Sr.: Visto el escrito de la Empresa «Minas de San 
Fernando, S. A.», con domicilio en Madrid, en el que solicita 
los beneficios prevenidos en la Ley de Fomento de la Minería, 
y visto el preceptivo informe del Ministerio de Industria y 
Energía en relación con la indicada solicitud,

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en la Ley 
8/1977, de 4 de enero, de Fomento de la Minería; Real Decre­
to 890/1979, de 16 de marzo, sobre relación de materias primas 
minerales y actividades con ellas relacionadas, declaradas prio­
ritarias; Real Decreto 1167/1978, de 2 de mayo, por el que se 
desarrolla el titulo III, capitulo II de la citada Ley, disposición 
transitoria primera A) de la Ley 44/1978, de 8 de septiembre 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, y con la 
propuesta formulada por la Dirección General de Tributos, ha 
tenido a bien disponer:

Primero.—Uno. Con arreglo a lo previsto en el artículo 3.“ 
del Real Decreto 1167/1978, de 2 de mayo, se otorgan a la 
Empresa «Minas de San Fernando, S. A.», y en relación con 
sus actividades de investigación, explotación, tratamiento y be­
neficio de carbón, los siguientes beneficios fiscales:

A) Reducción del 95 por 100 de la cuota de Licencia Fiscal 
del Impuesto Industrial durante el período de instalación.

B) Reducción del 05 por 100 del Impuesto General sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 
Se reducirá la base en los términos establecidos en el número 3 
del artículo 06 del texto refundido, aprobado por Decreto 1018/ 
1967, de 0 de abril.

C) Reducción del 95 por 100 de los derechos arancelarios, 
Impuesto General sobre el tráfico de las Empresas e Impuesto 
de Compensación de Gravámenes Interiores que graven la im­
portación de bienes de equipo y utillaje, cuando no se fabriquen 
en España. Este beneficio podrá hacerse extensivo a los ma­
teriales y productos que, no produciéndose en España, se impor­
ten para su incorporación a bienes de equipo de fabricación 
nacional. La importación requerirá certificado del Ministerio de 
Industria y Energía acreditativo de que dichos bienes no se pro­
ducen en España, y de que los proyectos técnicos que exigen 
la importación de los mismos no pueden sustituirse en condicio­
nes apropiadas de economía y tiempo, por otros en que la parti­
cipación de elementos extranjeros sea menor.

Dos. Los beneficios fiscales anteriormente relacionados que 
no tengan señalado plazo especial de duración, se entienden
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concedidos por el período de cinco años a partir de la fecha de 
publicación de la presente Orden. No obstante, para la reducción 
a que se refiere la letra C), el indicado plazo de disfrute se 
contará, en su caso, a partir del primer despacho provisional 
que conceda la Dirección General de Aduanas e Impuestos Es­
peciales, de acuerdo con lo previsto en la Orden de 4 de marzo 
de 1970.

Tres. De conformidad con lo dispuesto en el artículo pri­
mero del Real Decreto 1137/1978, de 2 de mayo, para tener 
derecho al disfrute de estos beneficios, en el caso de que la 
Empresa "Minas de San Fernando, S. A.», se dedique al ejer­
cicio de otras actividades no mineras o correspondientes a 
recursos no declarados prioritarios en el Plan de Abastecimiento 
de Materias Primas Minerales, aprobado por el Real Decreto 
890/1979, de 16 de marzo, deberá llevar contabilidad separada 
de la actividad minera, distinguiendo además, en su caso, la 
relativa a los recursos prioritarios.

Segundo.—Los beneficios fiscales que se conceden a la Em­
presa Minas de San Fernando, S. A.», son de aplicación de 
modo exclusivo a las concesiones mineras «Demasía San Igna­
cio», «El Famoso», «San Ignacio», «Demasía San Juan», «Dema­
sía Esperanza», «Demasía Arcadio», «Esperanza», «San Fernan­
do y Ampliación», «Demasía Vereda», «Arcadio», «Concepción 
Chica», «Demasía Reunión», «Galapagar», «Reunión», «Balbo», 
-«Vereda y Ampliación», «Concepción Grande», «Demasía Huez- 
nar», «Transvaal», «Demasía San Ignacio», «Camino», «Demasía 
San Femando», «Pedernales II», «San Juan», «Huéznar», «Ca­
ñada y Ampliación», «Amistad», «Demasía San Fernando», «Ga­
rrotal y Ampliación», «La Nueva», «Concepción», «Demasía a 
Balbo», «Ampliación a Balbo» y «Demasía a El Famoso», situa­
das dentro del término municipal de Villanueva del Río y Minas 
(Sevilla).

Tercero.—El incumplimiento de cualquiera de las obligacio­
nes que asume la Empresa beneficiaría dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos, y al abono o reintegro, en 
su caso, de los Impuestos bonificados.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 19 de febrero de 19B0.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Carlos García de Vinuesa y Zabala.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

6769 ORDEN de 26 de febrero de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala Quinta del Tribunal Supremo en el 
recurso contencioso-administrativo número 509.117.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo núme­
ro 509 117, seguido por la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
promovido por don Francisco Trani Rivera, doña María Teresa 
Valdivia Requena, don Salvador Escribano Barquero, don Juan 
Miguel Peláez Avila, don Ginés Miguel Fernández Reche, doña 
Ana Nadales Ruiz, don José Manuel Lozano Nieto, doña María 
José Sosa Lozano, don José Manuel Villegas Jiménez, doña 
María Amalia Egea Fernández, doña Josefina Romero Silva 
y doña María Dolores Ruiz Quesada, contra la Administración, 
representada y defendida por el señor Abogado del Estado, 
referente al Real Decreto 2140/1978, de 7 de agosto, sobre 
asignación de proporcionalidad a las escalas del Organismo 
autónomo Administración Institucional de Servicios Socio-Pro­
fesionales, ha dictado sentencia la mencionada Sala, con fe­
cha 12 de diciembre de 1979, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso de don Francisco Trani Rivera y otros, que figuran en el 
encabezamiento de esta sentencia, contra el Decreto dos mil 
ciento cuarenta y seis de siete de agosto de mil novecientos 
setenta y ocho, en su particular de la disposición transitoria, 
referente al señalamiento de coeficiente pana determinación de 
retribuciones complementarias, sin hacer imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la 'Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos: Luis Vacas Medina, Eduardo de No Louis, Antonio 
Agúndez Fernández. Adolfo Carretero Pérez, Pablo García Man­
zano (rubricados).

Publicación: Leída y publicada fue la anterior sentencia por 
el excelentísimo señor Magistrado Ponente, don Adolfo Carre­
tero Pérez estando celebrando Audiencia Pública la Sala Quinta 
del Tribunal Supremo, el mismo día de su fecha. Certifico, 
María del Pilar Heredero (rubricado).»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi­
nistrativa de 27 de diciembre de 1950, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para Sa conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I
Madrid, 26 de-febrero de 1980.—P. D., el Director general 

de Presupuestos, Angel Marrón Gómez.

Ilmo. Sr. Director general de Presupuestos.

6770 ORDEN de 28 de febrero de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo en el recurso número 34.829/79, in­
terpuesto en grado de apelación por la Adminis­
tración Pública, sobre exacción reguladora del pre­
cio de la harina y del trigo, siendo parte apelada 
«Harinera de Binéfar, S. A.».

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada el 27 de 
octubre de 1979, por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, en 
el recurso contencioso-administrativo interpuesto, en grado de 
apelación, por el Abogado del Estado, en representación y defen­
sa de la Administración Pública, contra la sentencia dictada con 
fecha 18 de diciembre de 1978, por la Sala de lo Contencioso- 
Administrativo de la Audiencia Territorial de Zaragoza, en el re­
curso número 271 de 1978, referente a exacción reguladora del 
preció de la harina y del trigo, siendo parte apelada «Harinera 
de Binéfar, S. A.»,

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en el ar­
tículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956, ha' dispuesto se 
cumpla en sus propios términos la expresada sentencia, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando la apelación número treinta y cua­
tro mil ochocientas veintinueve/mil novecientos setenta y nueve, 
interpuesta por el Abogado del Estado contra sentencia dictada 
en dieciocho de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, 
por la Sala Jurisdiccional de la Audiencia Territorial de Za­
ragoza, en que es parte apelada la Sociedad "Harinera de Biné­
far, S. A.”, sobre liquidación por exacción reguladora del precio 
de la harina y del trigo, debemos, con revocación de la sentencia 
apelada, declarar, como declaramos, válido el acuerdo impugna­
do ante esta jurisdicción del Tribunal Económico-Administrativo 
Central de treinta de marzo de mil novecientos setenta y ocho; 
sin pronunciamiento alguno sobre las costas en ambas instan­
cias.»

Dios guarde a V. I. muchos años.
Mdrid, 28 de febrero de 1980.—P. D., el Subsecretario de Ha­

cienda, Carlos García de Vinuesa y Zabala.

Ilmo. Sr. Director general de Tributos.

6771 ORDEN de 28 de febrero de 1980 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien­
cia Territorial de La Coruña en el recurso conten­
cioso-administrativo número 69/79.

Ilmo. Sr,: En el recurso contencioso-administrativo número 
69/79 seguido por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de La Coruña, promovido por don Eladio 
Fernández Castro, contra la Administración, representada y de­
fendida por el señor Abogado del Estado, sobre abono de dere­
chos económicos como funcionario de la Delegación Territorial 
de Sanidad de Pontevedra, ha dictado sentencia la mencionada 
Sala, con fecha 28 de enero de 1980, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don Ela­
dio Fernández Castro, contra los actos tácitos por silencio admi­
nistrativo, dictados por la Administración, y denegatorios de la 
petición a que se contrae el presente recurso, debemos decla­
rar y declaramos nulos los referidos acuerdds, por no ser confor­
mes al ordenamiento jurídico, y, asimismo, debemos declarar 
y declaramos el derecho del recurrente a la percepción de los 
nuevos sueldos atribuidos por el Decreto mil quinientos cincuen­
ta y seis/mil novecientos setenta y dos, de dos de junio, y dis­
posiciones complementarias, con efectos desde el uno de enero 
de mil novecientos setenta y ocho, sin expresa imposición de 
costas.

Firme que sea la presente, devuélvase el expediente admi­
nistrativo al Centro de su procedencia, juntamente con certifica­
ción y comunicación.

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos.—Manuel María 
Rodríguez Iglesias.—César González Mallo.—Claudio Movilla Al- 
varez.—Rubricados.

Publicación: Leida y publicada ha sido la anterior sentencia 
por el ilustrísimo señor Magistrado Ponente, don Claudio Movi­
lla Alvarez, estando celebrando audiencia pública, en el mismo 
día de su fecha, la Sala de lo Contencioso-Administrativo de esta 
Audiencia Territorial, de lo que, como Secretario, certifico. 
Pastor Villar.—Rubricado.»

En su virtud, este Ministerio de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa, de 27 de diciembre de 1950, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propios términos la expresada sentencia

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V I
Madrid, 28 de febrero de 1980.—P. D., el Director general de 

Presupuestos, Angel Marrón Gómez.

Ilmo. Sr. Director general de Presupuestos.


